"Cuando empiecen a suceder estas cosas, cobrad ánimo y levantad la cabeza porque se acerca vuestra liberación." (Lc 21,28)
Orden de captura para 20 militares salvadoreños 

El involucramiento de los militares en el caso está individualizado en el auto procesal emitido por el juzgado español. Los querellantes creen que hay suficientes pruebas. 
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Veinte militares salvadoreños tienen orden de captura, bajo la presunción de que cometieron ocho delitos de asesinato terrorista y un delito de crimen de lesa humanidad o contra el Derecho de gente en el asesinato de los sacerdotes jesuitas, en noviembre de 1989, según la resolución del Juzgado Central de Instrucción 6 de la Audiencia Nacional española, a cargo del juez Eloy Velasco Núñez.
Tras dos años de juicio en contra de 14 militares salvadoreños, ayer, el juez Velasco no solo aceptó pruebas contra 14 militares, sino que amplió la petición para seis más que fueron encontrados responsables durante las investigaciones, que duraron dos años. 
El juez encontró suficientes indicios de tipo testifical, pericial, declaraciones documentadas en el proceso salvadoreño, así como documentación estadounidense desclasificada y relacionada con el asesinato de los jesuitas.
En el documento, el juez logra individualizar la responsabilidad de los 20 militares.
Para el caso, establece la relación de autoridad y mando que tenían varios de los miembros de la conocida Tandona, que fueron quienes planearon la muerte de los sacerdotes en varias reuniones. La última habría ocurrido el 15 de noviembre de 1989, y en ella participaron Rafael Larios, René Emilio Ponce (ya fallecido), Juan Rafael Bustillo, Juan Orlando Zepeda y Francisco Elena Fuentes, todos de la cúpula militar.
También individualiza a los autores materiales. Los más notables son José Ricardo Espinoza Guerra, quien dirigió la operación al interior de la Universidad Centroamericana (UCA). Él habría entregado un AK-47 a Óscar Amaya Grimaldi, el encargado de asesinar a Ellacuría, Martín Baró y Segundo Montes. 
Además, se refiere a Antonio Ávalos Vargas, quien habría asesinado con un M-16 a Amado López y a Juan Ramón Moreno. Otro que se individualiza es Ángel Pérez Vásquez, quien disparó conta Joaquín López y López. 
El auto de procesamiento indica que las “órdenes (de captura) serán emitidas a través de Interpol, a fin de solicitar su extradición para investigación y enjuiciamiento”. 
El juez también impone una fianza de 3.2 millones de euros para “asegurar las responsabilidades pecuniarias que en definitiva pudieran imponérseles (a los ahora buscados)”. 
El canciller Hugo Martínez dijo que El Salvador aún no ha recibido información oficial. 
Agregó que en caso de recibir la notificación oficial del juez español procederían a entregarla a las autoridades correspondientes salvadoreñas, y que esa sería “la única participación” de la cancillería.
El otro camino sería mediante notificación roja de la Interpol.
El subdirector de Investigaciones de la Policía Nacional Civil (PNC), comisionado Howard Cotto, aseguró que si existe una orden de España, los nombres de los militares vinculados deben aparecer en la página de actualización de las notificaciones rojas para su captura. “Si hay una orden tendríamos que proceder a la detención”, dijo.
Soberanía

El ex presidente de República Alfredo Cristiani, quien gobernaba cuando ocurrió el delito, reaccionó ayer sobre la resolución. “La respuesta la dio la Corte Suprema a este tribunal español que ya había sido un caso juzgado incluso con penas, y no se puede juzgar dos veces un mismo caso. Un tribunal nacional español que quiera intervenir en la justicia salvadoreña es un poco violar la soberanía del país”, dijo el ex presidente.
A juicio del mandatario, se trata de agrupaciones de izquierda que buscan afectar a la Fuerza Armada
“Ni la compañía de Jesús, ni los parientes de los padres están detrás de esto, sino que son un grupo radical de izquierda”, dijo. 
El diputado pecenista y coronel retirado Antonio Almendáriz recordó que el caso de los jesuitas es “cosa juzgada”, aunque reconoció que no se le puede quitar a la familia de las víctimas su derecho a buscar justicia. “No sé qué elementos se tomaron allá en España y no sé qué implicaciones va a tener en el país, luego de que se decretara una ley de amnistía”, afirmó.
Al respecto del fallo, el jefe de fracción de la Gran Alianza por la Unidad Nacional (GANA), Nelson Guardado, también trajo a cuenta la amnistía.
“Lo que sabemos es que hay una ley de amnistía aquí en el país... si se hace una orden de captura y fueron amparados por una ley de amnistía, creemos que ahí hay un poco de problemas, porque hay una ley vigente que amparó a guerrilleros y militares”, dijo.
